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     Durante el desarrollo de la investigación, se estudia y analiza el desarrollo 
jurisprudencial que ha tenido la objeción de conciencia, frente al  cumplimiento del servicio 
militar obligatorio en nuestro país. Se  Presenta un marco teórico conciso, en donde se 
conceptúa sobre la Ley 48 de 1993 y algunas sentencias de la Honorable Corte 
Constitucional, relacionadas con el servicio militar obligatorio en Colombia y la Objeción 




    En el  Ítem 1, se efectúa el planteamiento del problema; en el  ítem 2,  se ilustra sobre la 
formulación del problema; en el ítem 3, se encuentra el objetivo general y los objetivos 
específicos; el Ítem 4, se enriquece con el Marco Teórico, donde se define la Objeción de 
Conciencia, se fundamenta el tema sobre la regulación Constitucional del Derecho 
Fundamental  de  prestar el servicio militar obligatorio, todo a partir del desarrollo legal, 
Jurisprudencial y doctrinal, la definición en el marco de los instrumentos internacionales y 
la regulación constitucional; en el ítem 5, se presenta el diseño metodológico, destacándose 
un tipo de estudio, teórico-analítico. Posteriormente, en el ítem 6, se presentan los 
resultados y la discusión de resultados; en el ítem 7, el autor  manifiesta algunas 
conclusiones, con diferentes matices. El ítem 8, presenta  algunas recomendaciones. Por 




    Se empleó un tipo de estudio, teórico-analítico en la medida en que se consultaron varios 
autores sobre temas relacionados con el Derecho Fundamental a la Objeción de Conciencia, 
su regulación en el artículo 18 de la Carta Política de 1991 y la Obligación Constitucional 
que tienen todos los  colombianos frente a la prestación del Servicio Militar Obligatorio en 
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sus diferentes modalidades, consagrado en el artículo 216 de la Constitución Política de 
Colombia de 1991 y regulado a través de la Ley 48 de 1993, y el estudio de varias 




    El estudio presenta las conclusiones, señalando que la garantía Constitucional a partir de 
la cual es posible plantear objeciones de conciencia, frente a la no prestación del servicio 
militar obligatorio en nuestro país, requiere un desarrollo legislativo urgente, toda vez que 
la Ley 48 de 1993, en su artículo 27, no incluyó esta figura como causal de exención para la 
prestación del servicio militar obligatorio y no puede desconocerse este derecho con el 
argumento de la inexistencia de un desarrollo legislativo y finalmente la objeción de 
conciencia, como Derecho Fundamental, actualmente  puede ser objeto de protección por 




    Constituyen una parte importante del trabajo, porque incluye recomendaciones, como la 
sentida necesidad que el Legislador reglamente el Derecho Fundamental de la Objeción de 
Conciencia en el ámbito del servicio militar obligatorio, para ajustarlo a la Jurisprudencia 
de la Corte Constitucional y al bloque de Constitucionalidad, con el fin de  regular, las 
condiciones en las que puede hacerse efectivo el derecho, el procedimiento para obtener su 
reconocimiento, o la previsión de un servicio social alternativo, para que las autoridades 
militares encargadas de la incorporación, propendan por que los jóvenes que vayan a 
prestar el servicio militar obligatorio o quienes ya han sido incorporados y manifiesten ser 
objetores de conciencia, les sigan un proceso objetivo imparcial y neutral, de acuerdo con 
las reglas del debido proceso, pero ante todo atendiendo las pautas que ha reiterado nuestra 





     El investigador aspira a que esta reflexión académica e investigativa, respecto de la 
Objeción de Conciencia frente al servicio militar obligatorio, sirva a la comunidad jurídica 



















LA OBJECIÓN DE CONCIENCIA FRENTE A LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO 




    En el preámbulo de la Constitución Política de 19911, se invocan los valores que la 
orientan y las metas hacia las cuales se encuentra dirigida su acción, se trata de principios y 
valores que deben ser observados tanto por los habitantes de la comunidad nacional como 
las instituciones públicas. En ese orden de ideas, la Carta Política consagra en su artículo 95 
(Capítulo 5° del Título II), los deberes y obligaciones de la persona y del ciudadano, entre 
los cuales está en el numeral 3° “respetar y apoyar a las autoridades democráticas 
legítimamente constituidas para mantener la independencia y la integridad nacionales”. Por 
su parte, el artículo 216 superior señala como obligación de todos los colombianos “tomar 
las armas cuando las necesidades públicas lo exijan para defender la independencia nacional 
y las instituciones públicas. La ley determinará las condiciones que en todo tiempo eximen 
del servicio militar y las prerrogativas por la prestación del mismo”. 
    Así lo ha ratificado nuestra Honorable Corte Constitucional (C-511/94):  
“La propia Carta Política impone a los colombianos obligaciones  
genéricas y específicas, en relación con la fuerza pública.  En efecto, de 
manera general, dentro de las obligaciones de la persona y del 
ciudadano se encuentran las de "respetar y apoyar a las autoridades 
democráticas legítimamente constituidas para mantener la independencia 
y la integridad nacionales" o para "defender y difundir los derechos 
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humanos como fundamento de la convivencia pacífica"; y de "propender 
al logro y mantenimiento de la paz". Deberes estos genéricos cuya 
finalidad, resulta coincidente con los fines que son propios de las 
instituciones conformantes de la fuerza  pública; de suerte que no están 
desprovistos los asociados del cumplimiento de obligaciones expresas 
que les son impuestas por el orden superiori.   
 
    Para el cumplimiento de esta misión, la Ley 48 de 1993, regula la prestación del servicio 
militar obligatorio en nuestro país, a partir de los 18 años de edad para los hombres, quienes 
deben someterse a un proceso de incorporación y así cumplir con su deber como ciudadano.  
No obstante que la prestación del servicio militar es una obligación constitucional, lo cierto 
es que la Carta Política también garantiza la Libertad de Conciencia, en su Artículo 18:  
 
“Se garantiza la libertad de conciencia. Nadie será molestado por razón 
de sus convicciones o creencias ni compelido a revelarlas ni obligado a 
actuar contra su conciencia”.  Esa libertad de Conciencia la podemos 
entender como la posibilidad que tiene toda persona de no hacer algo 
que atenta contra sus convicciones.  
 
    Es aquí donde toma importancia el tema de investigación, con el que se pretende conocer 
el desarrollo jurisprudencial y legal respecto del derecho fundamental a la Objeción de 
Conciencia y la obligación fundamental de Prestar el servicio Militar Obligatorio en nuestro 
país, para finalmente presentar algunas conclusiones y recomendaciones, que puedan servir  
a la comunidad jurídica y a todos aquellos que deseen conocer y profundizar en este tema 







1. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
 
     Al interior de  las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional de Colombia, se han venido 
presentando algunos casos, donde los ciudadanos que por mandato Constitucional y legalii 
deben prestar el servicio militar, han alegado objeción de conciencia para sustraerse de esta 
obligación y en otros eventos quienes ya han sido incorporados al servicio  militar 
obligatorio, se rehúsan a recibir preparación en el manejo y uso de las armas de fuego, 
alegando objeción de conciencia. 
     La Ley 48 de 1993, en sus artículos 27 y 28, taxativamente consagra las causales de 
exención en todo tiempo y en tiempo de paz:  
 
“ARTÍCULO 27. EXENCIONES EN TODO TIEMPO.  Están exentos 
de prestar el servicio militar en todo tiempo y no pagan cuota de 
compensación militar: 
a. Los limitados físicos y sensoriales permanentes 
b. Los indígenas que residan en su territorio y conserven su integridad 
cultural, social y económica. 
 
ARTÍCULO 28. EXENCIÓN EN TIEMPO DE PAZ. Están exentos del 
servicio militar en tiempo de paz, con la obligación de inscribirse y pagar 
cuota de compensación militar: 
a. Los clérigos y religiosos de acuerdo a los convenios concordatarios 
vigentes. Así mismo los similares jerárquicos de otras religiones o 
iglesias, dedicados permanentemente a su culto. 
b. Los que hubieren sido condenados a penas que tengan como 
accesorias la pérdida de los derechos políticos mientras no obtengan su 
rehabilitación. 
c. El hijo único, hombre o mujer 
d. El huérfano de padre o madre que atienda con su trabajo a la 
subsistencia de sus hermanos incapaces de ganarse el sustento. 
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e. El hijo de padres incapacitados para trabajar o mayores de 60 años, 
cuando éstos carezcan de renta, pensión o medios de subsistencia, 
siempre que dicho hijo vele por ellos” 
f. El hermano o hijo de quien haya muerto o adquirido una inhabilidad 
absoluta y permanente en combate, en actos del servicio o como 
consecuencia del mismo, durante la prestación del servicio militar 
obligatorio, a menos, que siendo apto, voluntariamente quiera prestarlo. 
g. Los casados que hagan vida conyugal. 
h. Los inhábiles relativos y permanentes. 
i. Los hijos de oficiales, suboficiales, agentes y civiles de la Fuerza 
Pública que hayan fallecido o adquirido una inhabilidad absoluta y 
permanente en combate o en actos del servicio y por causas inherentes al 
mismo, a menos, que siendo aptos, voluntariamente quieran prestarlo”. 
 
    Como se puede apreciar, dentro de las causales de exención para la prestación del servicio 
militar obligatorio en nuestro país, no se consagra la Objeción de Conciencia, por lo que se 
hace necesario conocer entonces, cuál ha sido el desarrollo jurisprudencial que ha tenido este 
Derecho Fundamental en nuestro país, teniendo en cuenta que ante la ausencia de normativa, 
la Acción de Tutela, es el único mecanismo idóneo para buscar la protección de los derechos 










2. FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 
 
 
    ¿Es procedente en nuestro país, ampararse en el Derecho Fundamental a la Objeción de 






























3.1. OBJETIVO GENERAL 
 
    Estudiar  el desarrollo jurisprudencial que ha tenido la objeción de conciencia, frente al  
cumplimiento del servicio militar obligatorio en nuestro país. 
 
 
3.2. OBJETIVOS ESPECIFICOS 
 
 
3.2.1. Analizar Constitucional y jurisprudencialmente, el derecho fundamental a la 
Objeción de Conciencia 
 
3.2.2. Explicar legal y jurisprudencialmente la obligación  fundamental de prestar el 














4. MARCO TEÓRICO  
 
 
4.1. DEFINICIÓN DE LA OBJECIÓN DE CONCIENCIA  
 
     La libertad de conciencia, explícitamente garantiza a toda persona el derecho 
constitucional a no ser obligado actuar en contra de su conciencia. La objeción de conciencia 
ha sido definida como la resistencia a obedecer un imperativo jurídico invocando la 
existencia de un dictamen de conciencia que impide sujetarse al comportamiento prescrito, 
por lo que la objeción de conciencia supone la presencia de una discrepancia entre la norma 
jurídica y alguna norma moral, siendo reconocido por la Corte que es posible objetar por 
razones de conciencia deberes laborales, educativos y profesionales, y con referentes 
normativos del bloque de constitucionalidad como el que se desprende de la Resolución 
1989/59 adoptada por la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, sobre 
objeción de conciencia al servicio militar, la cual se da, entre otras, (C-728/09) 
“reconociendo el derecho de toda persona  a tener objeciones de conciencia  al servicio 
militar como ejercicio legítimo del derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de 
religión enunciado en el artículo 18 de la Declaración Universal de Derechos Humanos y 
en el artículo 18 del Pacto Internacional de Derechos Civiles  y Políticosiii  
     Esta figura, que en otros sistemas permite al individuo negarse a cumplir una obligación 
como la mencionada cuando la actividad correspondiente signifique la realización de 
conductas que pugnan con sus convicciones íntimas, no ha sido aceptada por la Constitución 
colombiana como recurso exonerativo de la indicada obligacióniv.  
    En 1983, el primer informe de las Naciones Unidas sobre objeción de conciencia ofreció 
la siguiente definición:  
“Conciencia significa una convicción ética auténtica, que puede ser de 
una inspiración religiosa o humanista. Dos mayores categorías de 
convicciones se destacaron, la una que es falso en todas las 
circunstancias de matar (la objeción pacifista), y la otra que la 
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utilización de fuerza es justificado en algunas circunstancias, pero lo no 
es en otras, y entonces en estos otros casos es necesario objetar (objeción 
parcial al servicio militar)”v 
 
     El derecho a la objeción de conciencia es un derecho derivado del artículo 18 del Pacto, 
que recoge tanto el derecho a la libertad de pensamiento, conciencia y religión como el 
derecho a manifestar la religión o creencias propias. El Comité de Derechos Humanos, el 
órgano de expertos independientes que supervisa la aplicación del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, dijo en su Observación General  No. 22 de 1993: 
 
“En el Pacto no se menciona explícitamente el derecho a la objeción de 
conciencia pero el Comité cree que ese derecho puede derivarse del 
artículo 18, en la medida en que la obligación de utilizar la fuerza 
mortífera puede entrar en grave conflicto con la libertad de conciencia y 
el derecho a manifestar y expresar creencias religiosas u otras 
creencias.” 
 
     La Organización de las Naciones Unidas ha desarrollado cuatro etapas en la defensa del 
derecho a la objeción de conciencia: a) el desarrollo conceptual del derecho; b) el desarrollo 
de bases jurídicas no vinculantes; c) la contribución a incluir el derecho en los marcos 
jurídicos nacionales; y d) el ejercicio mismo de la protección del derecho. 
 
a. Desarrollo conceptual.  
 
     La objeción de conciencia no aparece recogida expresamente como un derecho en los 
instrumentos internacionales de derechos humanos. Ha sido a través de un trabajo de 
interpretación evolutiva que se ha considerado que el derecho a la libertad de pensamiento, 
de conciencia y de religión, recogido en los artículos 18 de la Declaración Universal de los 
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Derechos Humanos y del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, incluye 
también la objeción de conciencia.  
 
      El derecho recogido en los artículos 18 es profundo y de largo alcance abarcando la 
libertad de pensamiento sobre todas las cuestiones, las convicciones personales y el 
compromiso con la religión o las creencias, ya se manifiesten a título individual o de forma 
colectiva. Además, la libertad de pensamiento y conciencia se protegen de la misma manera 
que la libertad de religión y de creencias, y su carácter fundamental impide que, incluso en 
situaciones o estados de excepción o guerra, su ejercicio no pueda ser ni suprimido ni 
limitado.  
 
      Es en este marco que las Naciones Unidas han considerado que la  obligación de portar 
armas o de ser parte de una organización cuya función esencial sea la de portar y utilizar 
armas puede entrar en serio conflicto con la libertad de conciencia y el derecho a manifestar 
y expresar creencia religiosas u otras creencias. Esta interpretación exige que no se hagan 
diferencias entre los y las objetores sobre la base del carácter de sus creencias. Un número 
creciente de Estados han asumido esta interpretación de los artículos 18 en su legislación 
interna y han eximido del servicio militar obligatorio a las personas que auténticamente 
profesan creencias religiosas y otras creencias que les prohíbe realizar el servicio militar y 
normalmente lo han sustituido por un servicio nacional alternativo. 
  
     Es importante señalar también que este desarrollo conceptual ha contribuido a justificar 
adecuadamente la existencia y necesidad del derecho a la objeción de conciencia. Si 
inicialmente muchos Estados adelantaban argumentos de utilidad, como la necesidad de 
contar en los ejércitos con personas comprometidas o evitar bajar la moral de la tropa con 
personas obligadas en contra de su voluntad a prestar servicio, es a partir de los años 80 que 





      b. Desarrollo de bases jurídicas no vinculantes. 
  
      Las decisiones de los diferentes órganos de las Naciones Unidas pueden tener fuerza 
jurídica vinculante, como las decisiones y resoluciones del Consejo de Seguridad, o 
corresponder a lo que se ha llamado el “derecho blando”, que componen, entre otros, las 
decisiones de la Asamblea General y el ECOSOC (Consejo Económico y Social  de 
la Organización de las Naciones Unidas)  
 
      La existencia de este cuerpo del derecho “blando” no minimiza su importancia y posible 
efectividad. A partir de este cuerpo jurídico, por ejemplo, se crean los tratados y 
convenciones internacionales que luego, cuando los Estados se hacen parte, se convierten en 
jurídicamente vinculantes. Además, existen instrumentos de esta parte del derecho 
internacional que están tan íntimamente ligados a la conciencia universal que no necesitan 
ser “elevados” a la categoría de los jurídicamente vinculantes. Este es el caso, por ejemplo, 
de la Declaración Universal de Derechos Humanos. 
 
     En este contexto, tanto la antigua Comisión de Derechos Humanos, como el ECOSOC y 
la Asamblea General de las Naciones Unidas han ido tomando decisiones y emitiendo 
resoluciones que establecen las bases jurídicas, aunque no sean vinculantes, para la 
caracterización y desarrollo del derecho a la objeción de conciencia. Este proceso incluye 
también los diversos estudios que se han encargado al Secretario General sobre este derecho. 
Estos estudios comprenden análisis técnicos especializados y recolección de buenas 
prácticas de los Estados miembros de la Organizaciónvi. 
 
     Entre estas decisiones y resoluciones, podemos destacar la resolución de la Asamblea 
General 33/165 de 20 de diciembre de 1978 titulada “Situación de las personas que se 
niegan a prestar servicios en fuerzas militares o policiales empleadas para imponer el 
apartheid”. Esta es una de las primeras resoluciones que reconocen el derecho a negarse a 
prestar servicios en fuerzas militares o policiales cuando va en contra de las creencias o 
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conciencia de las personas. A pesar de que se trata de una situación especial, dentro de lo 
que se ha llamado la objeción selectiva, establece una base jurídica de reconocimiento del 
derecho que no puede desdeñarse. 
 
     Otras resoluciones y decisiones son, por ejemplo, la resolución 1987/46 de la antigua 
Comisión de Derechos Humanos, en la que hacía un llamamiento a los Estados para que 
reconocieran que la objeción de conciencia al servicio militar debía ser considerada un 
ejercicio legítimo del derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión; o la 
resolución 1989/59 en la que la Comisión reconoció el derecho a la objeción de conciencia y 
hacía un llamamiento a los Estados para que promulgaran leyes destinadas a eximir del 
servicio militar cuando existiera una auténtica objeción de conciencia. En la resolución 
1998/77, la Comisión señaló que también las personas que están cumpliendo el servicio 
militar pueden transformarse en objetores de conciencia. 
  
     Otros órganos de las Naciones Unidas también han contribuido a este desarrollo 
legislativo y jurídico no vinculante. Así, el Comité de Derechos Humanos, órgano de 
vigilancia y supervisión del cumplimiento de las obligaciones contenidas en el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, emitió su comentario general 22, sobre el 
alcance del articulo 18 en julio de 1993. En su párrafo 11 se reconoce el derecho a la 
objeción de conciencia y se invita a los Estados parte del Pacto a “que informen sobre las 
condiciones en que se puede eximir a las personas de la realización del servicio militar 
sobre la base de sus derechos en virtud del artículo 18 y sobre la naturaleza del servicio 
nacional sustitutorio”vii. Este mismo órgano, sobre la situación particular de Colombia, 
recomendó en 2004, al constatar con preocupación que la legislación Colombiana no 
permite la objeción de conciencia al servicio militar, que se garantice que los objetores 





       c) Inclusión del derecho en marcos jurídicos nacionales 
  
      En diversos informes del Secretario General sobre la cuestión de la objeción de 
conciencia se describe cómo la posición de muchos Estados ha ido cambiando hasta llegar al 
reconocimiento del derecho y la provisión de alternativas no discriminatorias y no 
punitivas.  
 
      En el informe de 2006 sobre el tema, la Alta Comisionada señala que, a grandes rasgos, 
los Estados tienden a reconocer cada vez con más frecuencia en las leyes y en la práctica la 
objeción de conciencia. Además, señala el informe que en los últimos años se está 
acentuando la tendencia a sustituir el servicio militar obligatorio por unas fuerzas armadas 
profesionales integradas por voluntarios. Por ejemplo, Bosnia y Herzegovina suprimió el 1º 
de enero de 2006 el servicio militar obligatorio, y Rumania lo suprimirá el 1º de enero de 
2007 y se informa que, en los últimos años también han suprimido o suspendido el servicio 
militar obligatorio los siguientes Estados: Argentina (1994), Bélgica (1995), República 
Checa (2004), Francia (2001), Hungría (2004), Italia (2004), Jordania (1992), Kuwait 
(2001), Países Bajos (1996), Perú (1999), Portugal (2004), Eslovaquia (2004), España 
(2001) y Eslovenia (2003). 
  
      La acción de las Naciones Unidas, con su desarrollo conceptual y la elaboración de bases 
jurídicas no vinculantes ha sido fundamental en acelerar y consolidar esta tendencia.  
 
      El caso colombiano ilustra bien esta influencia, durante el proceso que dio lugar a la 
sentencia C-728/09 de la Corte Constitucional, tanto las argumentaciones privadas como la 
del Ministerio Publico ponían énfasis en los instrumentos internacionales. La Procuraduría 
General de la Nación, por ejemplo, en su concepto a la Corte de 2 de junio de 2009, hace 
extensas referencias a los estándares internacionales, incluidos los incorporados por el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos (como la observación general 22 del Comité), 
resoluciones de la Asamblea General (como la 33/165) y de la antigua Comisión de 

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Derechos Humanos (como la 1989/59) y sus dictámenes en casos concretos (como el de 
Yeo-Bum Yoon y Myung-jin Choi vs. República de Corea de 2007).  
 
     Asimismo, la Corte Constitucional, en su comunicado 43, da cuenta de la sesión de la 
Sala Plena celebrada el 14 de octubre de 2009 con relación a la sentencia C-728/09, indica 
que “ante la necesidad de que se regule el derecho fundamental en cuestión a la objeción 
de conciencia, como también lo sugieren instrumentos internacionales, se exhorta al 
Congreso de la República para que expida la correspondiente normativa”. 
 
 
     d) Ejercicio mismo de la protección del derecho  
 
    Los mecanismos universales de protección se han ocupado de manera consistente de 
proteger en la práctica este derecho, tanto en casos particulares, como en situaciones 
nacionales concretas. 
  
    Estos mecanismos comprenden: 
 
 Los procedimientos especiales. La expresión "procedimientos especiales" se refiere a 
los mecanismos establecidos por la antigua Comisión de Derechos Humanos y 
asumidos por el hoy Consejo de Derechos Humanos para hacer frente, o bien a 
situaciones concretas en los países, o a cuestiones temáticas en todo el mundo. 
Actualmente, hay 30 mandatos temáticos y 8 mandatos por país. Los mandatos de los 
procedimientos especiales por lo general encomiendan a los titulares de mandatos a 
examinar, supervisar, prestar asesoramiento e informar públicamente sobre las 
situaciones de derechos humanos en países o territorios específicos, conocidos como 
mandatos por país, o sobre los principales problemas de violaciones de derechos 
humanos a nivel mundial, conocidos como mandatos temáticos. El Grupo de Trabajo 
sobre detención arbitraria ha criticado la forma en la que, entre otros el Estado 
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colombiano, recluta personas para prestar el servicio militar obligatorio. En su 
opinión número 8/2008 de mayo de 2009, refiriéndose a casos colombianos, el 
Grupo afirma que las batidas, redadas o levas con el objeto de detener en calles y 
lugares públicos a jóvenes que no pueden acreditar su situación militar, “no tienen 
base ni sustento jurídico” y deben ser consideradas como reclutamiento ilegal.  
 
 Los órganos de tratados; son aquellos mecanismos por los que se verifica el grado de 
cumplimiento de los Estados parte de un tratado internacional de sus obligaciones 
bajo ese tratado. Es el caso, por ejemplo, del Comité de Derechos Humanos, que, 
como hemos visto antes, ha jugado un papel importante en el desarrollo conceptual y 
en el establecimiento de bases jurídicas no vinculantes. Pero también ejerce la 
protección misma, como lo hizo en 2004 al señalar su preocupación por la falta de 
reconocimiento del derecho a la objeción de conciencia en Colombia. 
 
  El Examen Periódico Universal; es un mecanismo novedoso establecido junto con el 
Consejo de Derechos Humanos en 2005, por el que los miembros del Consejo 
examinan la situación de protección y respeto de los derechos humanos por todos los 
Estados miembros de la ONU.  
 
Colombia aceptó voluntariamente este mecanismo y durante su examen en diciembre 
de 2008 y marzo de 2009, Eslovenia recomendó “Reconocer el derecho a la 
objeción de conciencia tanto en la ley como en la práctica y asegurar que los 
métodos de reclutamiento permitan el ejercicio de este derecho”, aclarando que el 
“Estado debe garantizar que los objetores de conciencia puedan decidir por un 
servicio alternativo cuya duración no tenga efectos punitivos”. A esta 
recomendación, Colombia respondió que “el marco jurídico y constitucional 
establecen la obligatoriedad del servicio militar cuando las circunstancias así lo 
exijan” y que esta “obligación ha sido confirmada en numerosas ocasiones por la 
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jurisprudencia de la Corte Constitucional”. Quizá, a partir de la sentencia C-728/09 
de la Corte Constitucional, el Estado colombiano tenga que cambiar su 
argumentación y empezar a considerar el reconocimiento de este derechoix.  
 
     Y es que recordemos que a través de esta Sentencia, la Honorable Corte Constitucional al 
declarar la exequibilidad del artículo 27x de la Ley 48 de 1993, exhortó al Congreso de la 
República para que, a la luz de las consideraciones de esta providencia, regule lo 
concerniente a la objeción de conciencia frente al servicio militar, con el siguiente 
fundamento: 
 
“…contrario a lo afirmado en la demanda, de la norma acusada no cabe 
predicar la configuración de una omisión legislativa relativa, por cuanto allí 
se regulan unas exenciones a la prestación del servicio militar bajo unos 
presupuestos que no son predicables de los eventuales objetores de 
conciencia. Existen evidentes diferencias entre los sujetos a los que se refiere 
la norma y estos últimos, que impiden asimilarlos.  La exención alude a 
circunstancias objetivas presentes en los allí mencionados grupos de 
personas, en razón de las cuales no existe para ellos la obligación de prestar 
el servicio militar.  La objeción de conciencia alude a consideraciones 
subjetivas, por las cuales una persona se opone a prestar el servicio al que 
está obligado, por razones de conciencia. Se trata de dos situaciones 
diferentes que no tenían que haber sido reguladas en la misma norma. En ese 
caso, en relación con esa norma, podría predicarse la existencia de una 
omisión legislativa relativa. 
A juicio de la Corte, no hay omisión relativa, porque la omisión pretendida 
por los actores no se predica de la disposición demandada. Además,  la 
omisión alegada podía predicarse de diversos artículos de la mencionada ley, 
indeterminación que obra en contravía de la procedencia del mencionado 
fenómeno,  el cual exige plena certidumbre de que la norma demandada sea 
precisamente la que debe  incluir en sus regulaciones una prescripción que 
desarrolle el imperativo constitucional del derecho a la objeción de 
conciencia. La decisión adoptada tuvo en cuenta, además, que, en principio, 
la regulación de los derechos fundamentales, como es el caso de la objeción 
de conciencia, en cuanto se oriente a desarrollar de manera específica y 
completa el derecho, e incluya los procedimientos y recursos para su 
protección, debe hacerse mediante ley estatutaria, siendo, una ley de esa 
naturaleza,  la llamada a regular el citado derecho. Tal situación lleva a 
concluir que la omisión sería absoluta lo cual conduce, a su vez, ante la 
necesidad de que se regule el derecho fundamental en cuestión, como también 
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lo sugieren instrumentos internacionales, a que se exhorte al Congreso de la 
República para que expida la correspondiente normativa.  
No obstante desechar la alegada omisión legislativa relativa, la Corte 
consideró que,  atendiendo la naturaleza fundamental del derecho de objeción 
de conciencia, de aplicación inmediata, ésta podía hacerse valer mediante el 
ejercicio de la acción de tutela,  aún frente al deber de prestar el servicio 
militar obligatorio, sobre la base de la demostración de circunstancias 
excepcionalmente extremas que así lo justifiquen, indicativas de la 
imposibilidad irreductible que surge para el objetor de acometer algunas de 
las actividades inherentes al cumplimiento de dicho deber, por resultar 
abiertamente incompatibles con las comprobadas, serias y reales razones de 
conciencia que aduzcan, aspecto en relación con el cual la Corte decidió 
variar la jurisprudencia existente sobre el particular, opuesta a dicha 
postura”xi.  
 
     Después de este pronunciamiento, y ante la falta de una normativa, se sigue acudiendo 
ante el juez Constitucional para proteger el derecho a la Objeción de Conciencia frente al 
Servicio Militar Obligatorio, es así como en reciente pronunciamiento, la Honorable Corte 
Constitucional, revocó la sentencia proferida por la Sala de decisión Penal del Tribunal 
Superior de Medellín, que resolvió negar la Acción de Tutela promovida por el señor 
Wilmar Dario Gallo Alcaraz, y en consecuencia, concedió la tutela de sus derechos 
fundamentales a la libertad de conciencia y a la libertad de cultos y religión, ordenando 
además al Ministerio de Defensa, que en un término no superior a cuatro (4) meses, adelante 
una campaña de divulgación de la sentencia C-728 de 2009 dirigida a todos los integrantes 
de la fuerza pública, en particular, a quienes tienen responsabilidades relacionadas con el 
reclutamiento para la prestación del servicio militar obligatorio, haciendo énfasis en: i) la 
existencia del derecho a la objeción de conciencia frente a la prestación del servicio militar 
obligatorio; ii) el respeto por las libertades de conciencia, cultos y religión; iii) el 
reconocimiento constitucional de los derechos del objetor de conciencia frente al servicio 
militar obligatorio aunque no exista una legislación que reglamente la objeción de 
conciencia en estos casos; y iv) el derecho que le asiste a los objetores de conciencia para 





4.2. LA REGULACIÓN CONSTITUCIONAL DEL DERECHO FUNDAMENTAL  
DE  PRESTAR EL  SERVICIO MILITAR OBLIGATORIO 
 
    La Ley 48 del 3 de Marzo de 1993, regula  la prestación del servicio Militar en 
Colombia, norma que ha sido modificada  por el Decreto  2150 de 1995xiii;  Ley 548 de 
1999xiv; Ley 642 de 2001xv; Ley 1106 de 2006xvi y Ley 1148 de 2008xvii. 
    La Figura del Servicio Militar Obligatorio, ha ocupado la atención de nuestra Corte 
Constitucional en varias oportunidades, en donde ha sentado con mayor claridad su 
posición respecto de este tema, veamos ahora, las principales Sentencias: 
 
 Sentencia T- 409 del 8 de Junio de 1992. MP. JOSE GREGORIO 
HERNANDEZ GALINDO 
 
“La obligación de prestar el servicio militar es desarrollo del postulado 
según el cual los intereses colectivos prevalecen sobre los individuales y 
si,  además, el Estado al exigirlo no puede desconocer la igualdad de las 
personas ante la ley, cuyos dictados deben ser objetivos e imparciales, es 
evidente que la objeción de conciencia para que pueda invocarse, 
requiere de su expresa institucionalización dentro del respectivo 
ordenamiento jurídico. El servicio militar en sí mismo, es decir como 
actividad genéricamente considerada, carece de connotaciones que 
puedan afectar el ámbito de la conciencia individual, por cuanto aquel 
puede prestarse en diversas funciones de las requeridas para la 
permanencia y continuidad de las Fuerzas Militares. 
La facultad que se otorga a los padres de familia está referida a la 
selección de las mejores opciones educativas para sus hijos menores, en 
el sentido de excluir toda coacción externa que haga forzoso un 
determinado perfil, un cierto establecimiento, una ideología específica, o 
que niegue a los progenitores la posibilidad de diseñar, según sus 
propias concepciones, la orientación pedagógica y formativa que estiman 
deseable para su mejor porvenir, pero sin que eso represente discreción 
para aceptar o rechazar la convocatoria a cumplir con la obligación que 
éstos tienen de prestar el servicio militar. 

La garantía de la libertad de conciencia no necesariamente incluye la 
consagración positiva de la objeción de conciencia para prestar el 
servicio militar. Esta figura, que en otros sistemas permite al individuo 
negarse a cumplir una obligación como la mencionada cuando la 
actividad correspondiente signifique la realización de conductas que 
pugnan con sus convicciones íntimas, no ha sido aceptada por la 
Constitución colombiana como recurso exonerativo de la indicada 
obligación”. 
 
 Sentencia C- 511-94 MP. FABIO MORON DIAZ 
“Ha sostenido esta Corte, sin perjuicio de la igualdad mujer-hombre en 
tanto persona titular de derechos, especiales consideraciones, por encima 
de la sexualidad de orden material, que permiten establecer un trato 
legal diferente para los hombres  y las mujeres, sin que ello resulte 
contrario a las previsiones del artículo 13 de la Carta Política 
Tampoco resulta violatoria la normativa acusada por omisión a la 
libertad de conciencia consagrada en el artículo 18 de la Carta. Esta 
Corporación ha tenido oportunidad de indicar, que no existe en nuestro 
régimen relacionado con el servicio militar la figura de la "objeción de 
conciencia", por cuanto no resulta del fuero propio de las exigencias del 
servicio militar el autorizar a los ciudadanos para no atender este deber 
esencial, cuyos basamentos se encuentran no sólo en lo dispuesto en la 
ley sino justamente en la conciencia del propio compromiso social. 
Un deber constitucional no puede entenderse como la  negación de un 
derecho, pues sería tanto como suponer  en la constituyente trampa a la 
libertad. Los correspondientes deberes constitucionales se orientan en el 
sentido de proteger los principios de legalidad, el apoyo de las 
autoridades, el reconocimiento del derecho ajeno y no abuso del propio, 
la solidaridad social, la convivencia pacífica, la protección de los 
recursos ecológicos y del ambiente o la financiación del gasto público, 
que no pueden entenderse como discriminatorios o limitantes de la 
libertad, sino que resultan materialmente propiciatorios de la misma, al 
promover las condiciones necesarias para obtener su eficacia real. Son 
frecuentes en el ordenamiento jurídico, las normas que buscan sancionar 
a quienes evadan un deber constitucional, y constituyen un instrumento 
que asegura el cumplimiento del deber; de donde se desprende que, de 
manera general, no se puede excusar el cumplimiento de un deber para 
asegurar un derecho. 
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Distintos elementos integran las categorías creadas por la norma, según 
patrones geográficos que permiten la subclasificación entre ciudadanos 
urbanos y  rurales, en consideración a la situación sociocultural, 
económica e histórica propia de cada enclave, y según patrones 
intelectuales, que distinguen en la población colombiana entre quienes 
hayan finalizado o no su educación media o de bachillerato.  Ambos 
criterios permiten la definición de desigualdades materiales, de un 
carácter amplio, entre los ciudadanos colombianos.   
No significan tales distinciones un desconocimiento del principio y 
derecho a la igualdad consagrado en el artículo 13 de la Constitución 
Política.  Es simplemente el trato diferencial propio de las distintas 
situaciones objeto de regulación por la ley.  No existe en la norma 
examinada ánimo discriminatorio, de favorecer un estamento de la 
sociedad en beneficio del otro, ni en su propio beneficio. 
A nadie escapa el sentido de la distinción entre bachiller y no bachiller, 
pues, condiciones  materiales bien marcadas distinguen por el grado de 
capacitación intelectual  a los unos frente a los otros; grado que, es el 
resultado  de un esfuerzo, en países como el nuestro, por mejorar los  
niveles de desempeño de las personas en los distintos campos de la 
cultura. Entonces, a juicio del legislador, imponer un plazo mayor de 12 
meses a los bachilleres llamados a desempeñar labores y tareas en la 
vida social, en este conjunto normativo de la economía, no debe 
confundirse, con un trato privilegiado”. 
 
 Sentencia T-363 del 14 de Septiembre de 1995. MP. JOSE GREGORIO 
HERNANDEZ GALINDO 
“La obediencia debida es el principio general al que deben acogerse las 
relaciones entre superiores y subalternos militares y que solamente en 
casos de palmaria, evidente e indudable transgresión de los límites 
constitucionales, mediante órdenes que afecten de modo directo los 
derechos humanos, es permisible al inferior acogerse a los dictados de su 
conciencia para hacer que en el caso concreto prevalezcan la 
Constitución y el respeto a la dignidad humana. Es decir, el inferior no 
está obligado a la obediencia ciega pero tampoco le es posible cobijar, 
bajo el amparo de razones puramente subjetivas, la oposición a 
mandatos que no pugnen con el orden constitucional. Así, en casos como 
el examinado, ningún sentido tiene el alegato de motivos religiosos o la 
apelación a las propias convicciones para evadir el cumplimiento de 
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órdenes superiores que no solamente no se oponen a la Constitución 
Política sino que la desarrollan. 
La Ley 48 de 1993 dispuso, como se ha visto, que la exención legal en 
cuanto a la prestación del servicio militar incluye a "los similares 
jerárquicos de otras religiones o iglesias, dedicados permanentemente a 
su culto". Pero tal exención no se alcanza por el sólo hecho de alegar que 
se posee la dignidad sacerdotal. Se requiere probarla ante la autoridad 
que tiene a su cargo el reclutamiento y, si se ejerce acción ante los 
jueces, como en el presente caso, debe acreditarse tal calidad en el 
proceso, como lo señalara esta Corte con entera claridad. Además, la 
norma legal exige la dedicación permanente al culto, que también debe 
probarse. El caso analizado no encaja en ninguna de las dos necesarias 
hipótesis en referencia. Nada en el expediente demuestra que, cuando fue 
vinculado al servicio militar, el hijo del peticionario se encontrase 
dedicado de manera permanente a oficiar como sacerdote en actividades 
propias del culto”. 
 
 Sentencia T-372 del 18 de Mayo de 2010. MP. LUIS ERNESTO VARGAS 
SILVA 
 
“DEFINICION DE SITUACION MILITAR EN EL CASO DE 
POBLACION DESPLAZADA/TARJETA MILITAR PROVISIONAL 
Atendiendo a los fines mencionados, carece de sentido que se aplace la 
definición de la situación militar de la población desplazada mediante la 
expedición de una tarjeta provisional, si ello apareja de manera 
inmediata la obligación de prestar efectivamente el servicio militar. La 
interpretación más razonable de las disposiciones que regulan la 
expedición de la tarjeta militar para la población desplazada, consiste en 
que la población desplazada beneficiaria del otorgamiento de la tarjeta 
militar provisional, lo sea también de una prórroga en la prestación del 
servicio militar obligatorio durante el tiempo en el que la persona tenga 






4.3 EL OBJETOR DE CONCIENCIA FRENTE AL SERVICIO MILITAR 
OBLIGATORIO 
 
    Como ya se había indicado en párrafos que anteceden, la objeción de conciencia no está 
regulada en el artículo 27 de la Ley 48 del 3 de Marzo de 1993, como causal de exención 
para la prestación del Servicio Militar Obligatorio en nuestro país, por lo que se debe remitir 
al estudio del desarrollo jurisprudencial de esta figura y es así como la Honorable Corte 
Constitucional, ha venido precisando a través de sus Sentencias, el alcance y los  requisitos 
para que el objetor acuda ante la autoridad militar que tiene a su cargo el reclutamiento:  
 
“…En el caso de la objeción de conciencia no habría una exención a la 
obligación de prestar el servicio militar, sino un derecho subjetivo a no 
verse forzado a prestar un servicio -al que se estaría obligado por la ley- 
por consideraciones de conciencia. En general, sobre el carácter 
eminentemente subjetivo de la objeción conciencia, la Corte ha 
puntualizado que en cuanta prerrogativa personal, la conciencia a la que 
se refiere la libertad constitucionalmente protegida, es la conciencia 
subjetiva, o mejor, la regla subjetiva de moralidad. No se trata pues de la 
protección abstracta de un sistema moral determinado, o de una regla 
objetiva de moralidad. De hecho, no hace falta estar inscrito en una 
religión determinada, ni en un sistema filosófico, humanístico o político, 
para emitir juicios prácticos en torno de lo que es correcto o 
incorrecto.”xviii 
 
     En concordancia con lo anterior, las condiciones que de acuerdo con la sentencia 
constitucional debe cumplir el objetor de conciencia frente al servicio militar obligatorio 
son las siguientes:       
“5.2.6.1.En primer lugar, cabe resaltar que las convicciones o las 
creencias que son objeto de protección constitucional, tienen que definir 
y condicionar la actuación de las personas. Esto es, su obrar, su 
comportamiento externo. No puede tratarse de convicciones o de 
creencias que tan sólo estén en el fuero interno y vivan allí, que no 
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transciendan a la acción. En tal sentido, si una convicción o una creencia 
han permanecido en el fuero interno durante algún tiempo, al llegar el 
momento de prestar el servicio militar obligatorio, tal convicción o 
creencia puede seguir limitada a ese ámbito interno. No existe en tal 
caso, en principio, un deber constitucional de garantizar el derecho a no 
ser obligado a actuar en contra de su conciencia.  
5.2.6.2.  En tal sentido, todo objetor de conciencia tendrá la mínima 
obligación de demostrar las manifestaciones externas de sus convicciones 
y de sus creencias. Es su deber, probar que su conciencia ha 
condicionado y determinado su actuar de tal forma, que prestar el 
servicio militar obligatorio implicaría actuar en contra de ella. 
5.2.6.3. Ahora bien, las convicciones o creencias que se invoquen, 
además de tener manifestaciones externas que se puedan probar, deben 
ser profundas, fijas y sinceras. 
5.2.6.3.1. Que sean profundas implica que no son una convicción o una 
creencia personal superficial, sino que afecta de manera integral su vida 
y su forma de ser, así como la totalidad de sus decisiones y 
apreciaciones. Tiene que tratarse de convicciones o creencias que formen 
parte de su forma de vida y que condicionen su actuar de manera 
integral.  
5.2.6.3.2. Que sean fijas, implica que no son móviles, que no se trata de 
convicciones o creencias que pueden ser modificadas fácil o 
rápidamente. Creencias o convicciones que tan sólo hace poco tiempo se 
alega tener. 
5.2.6.3.3. Finalmente, que sean sinceras implica que son honestas, que no 
son falsas, acomodaticias o estratégicas. En tal caso, por ejemplo, el 
comportamiento violento de un joven en riñas escolares puede ser una 
forma legítima de desvirtuar la supuesta sinceridad, si ésta realmente no 
existe.  
5.2.6.4. Por otra parte, aclara la Corte, que las convicciones o creencias 
susceptibles de ser alegadas pueden ser de carácter religioso, ético, 
moral o filosófico. Las normas constitucionales e internacionales, como 
fue expuesto, no se circunscriben a las creencias religiosas, contemplan 
convicciones humanas de otro orden, que estructuran la autonomía y la 
personalidad de toda persona.  
5.2.6.5. Finalmente, basta señalar que hasta tanto no se considere un 
proceso especial, reglamentado por el legislador, las objeciones de 
conciencia que presenten los jóvenes, deberán ser tramitadas de forma 
imparcial y neutral, de acuerdo con las reglas del debido proceso, y, en 
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todo caso, el derecho constitucional de objeción de conciencia, puede ser 
objeto de protección por parte de los jueces de tutela.”xix 
 
     Sentencia C-728 del 14 de Octubre de 2009. MP. GABRIEL EDUARDO 
MENDOZA MARTELO 
“Al desarrollar la previsión constitucional sobre exenciones a la 
prestación del servicio militar, el legislador acudió al criterio de 
identificar grupos de personas, que en razón de un conjunto de 
características objetivas comunes, se verían exceptuados de la citada 
obligación. Pero en el caso de la objeción de conciencia, la regulación 
debe ser distinta, puesto que ya no se trata de identificar grupos de 
personas que por sus características objetivas comunes deban ser 
eximidos del servicio, sino que la misma debe orientarse a establecer 
criterios para determinar la naturaleza de la objeción, su seriedad, o, en 
general, los condiciones en las que puede tenerse como válida.   
A partir de una lectura armónica de los artículos, 18 y 19 de la 
Constitución, al igual que del bloque de constitucionalidad, es posible 
concluir que de los mismos sí se desprende la garantía de la objeción de 
conciencia frente al servicio militar; y si bien la garantía constitucional a 
partir de la cual es posible plantear objeciones de conciencia al 
cumplimiento de distintos deberes jurídicos, requiere un desarrollo 
legislativo, la ausencia del mismo no comporta la ineficacia del derecho, 
el cual, en su núcleo esencial, puede hacerse valer directamente con base 
en la Constitución. Pero las  convicciones o creencias que den lugar a 
negarse a la prestación del servicio militar deben ser profundas, fijas y 
sinceras, para que sean de una entidad tal que realmente se encuentre 
amenazada la libertad de conciencia y de religión; No puede tratarse de 
convicciones o de creencias que tan sólo estén en el fuero interno y vivan 
allí, que no transciendan a la acción”. 
     EXHORTACION AL CONGRESO-Regulación objeción de conciencia 
frente al servicio militar.  
“Para la Sala resulta claro que no existe ningún pronunciamiento en sede 
de constitucionalidad que se haya ocupado por completo del artículo 27 
de la Ley 48 de 1993, porque si bien la Corte mediante sentencia C-058 
de 1994 se pronunció sobre el artículo 27 de la Ley 48 de 1993, lo hizo 
parcialmente, sobre el literal b, que exime de la prestación del servicio 
militar a los miembros de comunidades indígenas que habiten en sus 
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territorios y conserven su identidad cultural, social y económica, 
declarándolo constitucional, al considerar que era razonable que el 
legislador eximiera a los miembros de las comunidades indígenas de la 
prestación del servicio militar obligatorio, por el impacto que ese daño 
causaría en ellos y en su comunidad, y que no eximiera a aquellos 
indígenas que ya no formaran parte de dicha comunidad; pero nunca ha 
estudiado una demanda contra la totalidad del texto del artículo 27 de la 
Ley 48 de 1993, ni por las razones expuestas en la demanda, ni por otras 
diferentes”. 
Para la Corte, a partir de una lectura armónica de los artículos, 18 
(libertad de conciencia) y 19 (libertad de religión y cultos) de la 
Constitución, a la luz del bloque de constitucionalidad, es posible 
concluir que de los mismos sí se desprende la garantía de la objeción de 
conciencia frente al servicio militar.  
    En suma, el amparo constitucional a través de la acción de tutela de las 
convicciones y creencias, bien sean de carácter religioso, ético, moral o filosófico, 
que impidan prestar el servicio militar obligatorio mediante la figura de la objeción 
de conciencia deben cumplir con los siguientes requisitos: i) tienen que definir y 
condicionar la conducta del objetor mediante manifestaciones externas y 
comprobables de su comportamiento; igualmente, deben ser ii) profundas; iii) 











5. MARCO JURÍDICO 
 
     En esta investigación, se abordó  el  estudio desde el punto de vista Constitucional, 
legal, jurisprudencial y doctrinal, apoyado en la diferente normativa nacional e 
internacional, en las Sentencias de la Honorable Corte Constitucional, en Instrumentos 
Internacionales ratificados por Colombia y en obras de tratadistas que se seleccionaron y  
que están directamente relacionados con el derecho a la Libertad de Objeción de 




6. DISEÑO METODOLÓGICO 
 
     Se empleó un tipo de estudio, teórico-analítico, en la medida en que se consultaron 
varios autores sobre temas relacionados con el Derecho Fundamental a la Objeción de 
Conciencia, su regulación en el artículo 18 de la Carta Política de 1991 y la Obligación 
Constitucional que tienen todos los  colombianos frente a la prestación del Servicio Militar 
Obligatorio en sus diferentes modalidades, consagrado en el artículo 216 de la Constitución 
Política de Colombia de 1991 y regulado a través de la Ley 48 de 1993, y el estudio de 




6.1. INFORMACIÓN SECUNDARIA: 
 
La búsqueda de la información se llevó a cabo en diferentes bibliotecas de la ciudad, en 
páginas de Internet, en los textos jurídicos y de Investigación, que se seleccionaron, en los 
CDS, que contienen sentencias de la Corte Constitucional relacionadas con el servicio 









7. RESULTADOS Y DISCUSIÓN DE RESULTADOS 
 
     Para la verificación del cumplimiento del objetivo general y de los objetivos específicos 
se tiene: 
     El objetivo general fue:  
 
 Estudiar  el desarrollo jurisprudencial que ha tenido la objeción de conciencia, 
frente al  cumplimiento del servicio militar obligatorio en nuestro país. 
 
Los objetivos específicos fueron:  
 
 Analizar constitucional  y jurisprudencialmente, el derecho Fundamental a la 
Objeción de Conciencia  
 Explicar legal y jurisprudencialmente la Obligación fundamental de prestar el 




     En el desarrollo de la investigación y para el cumplimiento de estos objetivos, se contó 
con suficientes herramientas de consulta Constitucional, legal, jurisprudencial y doctrinal, 
donde se pudo conocer aspectos relacionados con el Derecho Fundamental a la Objeción de 
Conciencia, su regulación en el artículo 18 de la Carta Política de 1991xx y la obligación 
Constitucional que tienen todos los  colombianos a tomar las armas cuando las necesidades 

públicas lo exijan para defender la independencia nacional y las instituciones públicasxxi, al 
igual que el problema jurídico con el que se encuentra el Objetor de Conciencia frente a la 
prestación del servicio militar obligatorio en sus diferentes modalidades, según lo dispuesto 
por el artículo 13 de la Ley 48 de 1993xxii, teniendo en cuenta que la Ley no incluyó esta 
figura como causal de exención en el artículo 27 de la Ley 48 de 1993 y que quien quiera 
hacer valer este derecho ante las autoridades militares encargadas del reclutamiento. 
      En cuanto al planteamiento del problema ¿Es procedente en nuestro país, ampararse en 
el derecho fundamental a  la objeción de conciencia, para sustraerse de la prestación del 
servicio militar obligatorio?  
      Se puede concluir que si es procedente, aunque el único mecanismo con el que se 
cuenta actualmente, es acudir ante los jueces de Tutela, mientras el Legislador reglamenta 
este Derecho Constitucional, con el fin de  regular, las condiciones en las que puede 
hacerse efectivo el derecho, el procedimiento para obtener su reconocimiento, o la 






8. CONCLUSIONES  
 
 La garantía Constitucional a partir de la cual es posible plantear Objeciones 
de Conciencia, frente a la no prestación del servicio militar obligatorio en 
nuestro país, requiere un desarrollo legislativo urgente.  
 La Ley 48 de 1993, en su artículo 27, no incluyó esta figura como causal de 
exención para la prestación del servicio militar obligatorio. 
 No puede desconocerse el derecho a la objeción de conciencia con el 
argumento de la inexistencia de un desarrollo legislativo. 
 Actualmente la Objeción de Conciencia, como Derecho Fundamental,  puede 
ser objeto de protección por parte de los Jueces de Tutela. 
 La objeción de conciencia no puede justificarse por contraposición al 
derecho colectivo a la seguridad o a defenderse, sino como la plena 
realización de un derecho individual y como el reconocimiento de la 
individualidad y su visión con el entorno. No se protege la eficacia de una 
institución, sino el respeto por la libertad individual. 
  
 El reconocimiento de este derecho en el ordenamiento jurídico no busca 
debilitar las instituciones sino defender la diferencia como un derecho que 
tienen todos los ciudadanos.  
 Finalmente, el investigador aspira a que esta reflexión académica, sirva a la 
comunidad jurídica y para quienes deseen conocer y profundizar en estos 







Después de revisado el cumplimiento de los objetivos, las recomendaciones que podrían 
formularse, son las siguientes: 
 
 Se requiere que el Legislador reglamente el Derecho Fundamental de la Objeción de 
Conciencia en el ámbito del servicio militar obligatorio, con el fin de  regular, las 
condiciones en las que puede hacerse efectivo el derecho, el procedimiento para 
obtener su reconocimiento, o la previsión de un servicio social alternativo. 
 
 Se hace necesaria una reforma a la Ley 48 de 1993, para ajustarla a la 
Jurisprudencia de la Corte Constitucional y al Bloque de Constitucionalidad, 
especialmente en lo relacionado con la objeción de conciencia 
 
 Las autoridades militares encargadas de la incorporación, deben propender por que 
los jóvenes que vayan a prestar el servicio militar obligatorio o quienes ya han sido 
incorporados y manifiesten ser objetores de conciencia, les sigan un proceso 
objetivo imparcial y neutral, de acuerdo con las reglas del debido proceso, pero ante 
todo atendiendo las pautas que ha reiterado nuestra Honorable Corte Constitucional 
para estos eventos y si aporta la documentación que le acredite la calidad que 
pretende demostrar, solucionarle oportunamente su situación militar, para evitar que 
sigan acudiendo ante los jueces de Tutela. 
 
 Se deben crear incentivos para los jóvenes que se vinculen a la prestación del 
servicio militar obligatorio (Económicos, laborales, sociales y académicos)  y que se 
incorpore preferiblemente a quienes tengan algún grado de vocación para la vida 
castrense. 
	









    CONSTITUCIÓN: Ley fundamental de un Estado que define el régimen básico de los 
derechos y libertades de los ciudadanos y los poderes e instituciones de la organización 
política. 
 
    DERECHO: Conjunto de principios, preceptos y reglas a que están sometidas las 
relaciones humanas. Tomado en su sentido etimológico, proviene de las voces latinas 
directum y dirigiré (conducir, enderezar, gobernar, regir, llevar rectamente una cosa hacia 
un término o lugar señalado, guiar, encaminar). 
 
    ESTADO: Concepto político que se refiere a una forma de organización social y política 
soberana y coercitiva,  formada por un conjunto de instituciones involuntarias, que tiene el 
poder de regular la vida nacional en un territorio determinado. Usualmente, suele adherirse 
a la definición del estado, el reconocimiento por parte de la comunidad internacional. 
  
    JURISDICCIÓN CONSTITUCIONAL: le ha sido atribuida la guarda de la integridad 
y supremacía de la constitución. 
 
    JUSTICIA: Virtud que inclina a dar a cada uno lo que le pertenece. Derecho, razón, 
equidad. Virtud que inclina a dar a cada uno lo que le corresponde. En sentido jurídico 
equivale a lo que es conforme al Derecho. Ese último sentido no es muy exacto, porque no 
siempre la justicia y el derecho son coincidentes, ya que puede haber derechos injustos. La 
Institución de la esclavitud se basaba en un derecho, pero representaba una injusticia. En 
otro sentido, se entiende por justicia la organización judicial de un país; y así se habla de 
tribunales de justicia en sus diferentes órdenes. 
 
    INSUMISIÓN. Negativa a hacer el servicio militar o el servicio social a que obligan las 
leyes del estado 


    MILICIA: Arte de hacer la guerra y de disciplinar a los soldados para ella. 
 
    OBJECIÓN DE CONCIENCIA: Resistencia a obedecer un imperativo jurídico 
invocando la existencia de un dictamen de conciencia que impide sujetarse al 
comportamiento prescrito, por lo que la objeción de conciencia supone la presencia de una 
discrepancia entre la norma jurídica y alguna norma moral 
 
    SERVICIO MILITAR OBLIGATORIO EN COLOMBIA: Todos los colombianos 
están obligados a tomar las armas cuando las necesidades públicas lo exijan, para defender 
la independencia nacional y las instituciones públicas, con las prerrogativas y las 
exenciones que establece la presente Ley. 
 
    SERVICIO SOCIAL SUSTITUTO: Consiste en la prestación de una actividad de 
utilidad pública que no requiere del empleo de armas, que no depende orgánicamente de las 
instituciones militares y a la cual quedan obligados quienes, como objetores de conciencia, 
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 Sentencia C-511/94. MP. FABIO MORON DIAZ. 

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 ARTÍCULO 3o. SERVICIO MILITAR OBLIGATORIO. Todos los colombianos están 
obligados a tomar las armas cuando las necesidades públicas lo exijan, para defender la 
independencia nacional y las instituciones públicas, con las prerrogativas y las exenciones 
que establece la presente Ley. 
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 Question of conscientiousobjectiontomilitaryservice. Reportby Mr. Eide and Mr. 
Mubanga-Chipoya, 27 June 1983, E/CN.4Sub.2/1983/30, paragraph 21 
 
vi
 Ejemplos de estos estudios son los informes del Sr. Asbjørn Eide y el Sr. Chama 
Mubanga-Chipoya (documento E/CN. 4/Sub.2/1983/30), así como el del Secretario General 




 Documento CCPR/C/21/Rev.1/Add.4, de 27 de septiembre de 1993.  
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 Documento CCPR/CO/80/COL, de 26 de mayo de 2004.  
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 Intervención del señor Antonio Menéndez de Zubillaga, Coordinador del Programa de 
Lucha contra la Impunidad de la Oficina en Colombia de la Alta Comisionada de las 
Naciones Unidas para los Derechos Humanos en el Seminario internacional sobre “El 
derecho a la objeción de conciencia al servicio militar y obligatorio: perspectivas 
internacionales y nacionales”. Bogotá, 2 de junio de 2010 
 
x
 . EXENCIONES EN TODO TIEMPO. Están exentos de prestar el servicio militar en 
todo tiempo y no pagan cuota de compensación militar: 
a. Los limitados físicos y sensoriales permanentes. 




 Sentencia C-728/09 
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 Artículo 111 reformó el artículo 36 de la Ley 48 de 1993: Los colombianos hasta los 
cincuenta años están obligados a presentar la tarjeta reservista o provisional militar en los 
siguientes eventos:  
1. Celebrar contratos con cualquier entidad pública. 
2. Ingresar a la carrera administrativa 
3. Tomar posesión de cargos públicos. 
4. Obtener el grado de profesional en cualquier centro docente de educación superior.  
xiv
 Los jóvenes menores no podrán incorporarse, y si al momento de la selección se 
encuentren adelantando estudios universitarios, se les debe aplazar la definición de su 
situación militar hasta cuando terminen los estudios de pre-grado, quien interrumpa sus 
estudios será incorporado. 
xv
 Los jóvenes menores y mayores de edad que al momento de la selección se encuentren 
adelantando estudios universitarios, se les debe aplazar la definición de su situación militar 
hasta cuando terminen los estudios de pregrado. 
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xvi
 Los jóvenes que al momento de la selección se encuentran adelantando estudios 
universitarios, se les debe aplazar la definición de su situación militar hasta cuando 
terminen los estudios de pre-grado. Quien interrumpa sus estudios será incorporado. 
xvii
 Regula la Cuota de Compensación Militar. 
 
xviii
   Sentencia C-616 de 1997. 
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 Se garantiza la libertad de conciencia. Nadie será molestado por razón de sus 




 Artículo 216 de la Constitución Política de Colombia de 1991 
 
xxii
 ARTÍCULO 13. MODALIDADES PRESTACIÓN SERVICIO MILITAR 
OBLIGATORIO. “El Gobierno podrá establecer diferentes modalidades para atender la 
obligación de la prestación del servicio militar obligatorio. Continuarán rigiendo las 
modalidades actuales sobre la prestación del servicio militar:  
a. Como soldado regular, de 18 a 24 meses.  
b. Como soldado bachiller, durante 12 meses.  
c. Como auxiliar de policía bachiller, durante 12 meses.  
d. Como soldado campesino, de 12 hasta 18 meses.” 
